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Demandante:

Porfirio Campo 
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Colpensiones
Magistrado Ponente:    Julio César Salazar Muñoz

Juzgado de origen:
Juzgado Quinto Laboral del Circuito

Tema:


IMPROCEDENCIA DE LA PENSIÓN DE INVALIDEZ DESPUES DE CUMPLIDA LA EDAD MÍNIMA PARA ACCEDER A LA PENSIÓN DE VEJEZ. “Establece el artículo 31 de la Ley 100 de 1993 que el régimen de prima media con prestación definida es aquél mediante el cual los afiliados o sus beneficiarios obtienen una pensión de vejez, de invalidez o de sobrevivientes, o una indemnización previamente definidas, siendo aplicable a este régimen las disposiciones vigentes para los seguros de invalidez, vejez y muerte a cargo del Instituto de Seguros Sociales (Hoy Colpensiones), con las adiciones, modificaciones y excepciones contenidas en esa Ley. En ese contexto, para analizar la viabilidad de reconocer la pensión de invalidez dentro del régimen de prima media con prestación definida, es necesario remitirse al artículo 9º del Acuerdo 049 de 1990, aplicable por remisión del artículo 31 de la Ley 100 de 1993, el cual prevé que el afiliado que sin tener derecho a la pensión de vejez, se invalide después de alcanzar las edades que se señalan para adquirir ese derecho, se le otorgará la indemnización sustitutiva de la pensión de vejez. Bajo tales parámetros, esta Sala de Decisión desde sentencia de 13 de abril de 2007, reiterada en providencia de 10 de diciembre de 2015 dentro del proceso promovido por el señor Luis Eduardo Henao en contra de Colpensiones con radicación Nº 66001-31-05-004-2014-00181-01 determinó que es improcedente reconocer la pensión de invalidez cuando la fecha de estructuración de la pérdida de la capacidad laboral se fije con posterioridad a la edad en que empieza la cobertura por vejez, pues como atrás quedó visto, la consecuencia jurídica prevista en la legislación en estos casos, no consiste en la concesión de una pensión sino de una indemnización sustitutiva.”.
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SALUDO. BUEN DÍA

Hoy, quince de marzo de dos mil diecisiete, siendo las una y cuarenta y cinco de la tarde, la Sala de Decisión Laboral Nº 2 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver el recurso de apelación interpuesto por el señor PORFIRIO CAMPO en contra de la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito el 31 de enero de 2017, dentro del proceso que le promueve a la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES, cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-005-2015-00524-01.

Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:

Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:

ANTECEDENTES

Pretende el señor Porfirio Campo que la justicia laboral declare que tiene derecho a que se le reconozca la pensión de invalidez y con base en ello aspira que se condene a la Administradora Colombiana de Pensiones a reconocer y pagar la prestación económica a partir del 12 de enero de 2012, los intereses moratorios establecidos en el artículo 141 de la Ley 100 de 1993, lo que resulte probado extra y ultra petita y las costas procesales a su favor.
En su relato fáctico refiere que: Nació el 16 de octubre de 1944; a través de oficio de 25 de noviembre de 2011 radicado bajo el Nº 14023, le informa al ISS que solicitará valoración de pérdida de la capacidad laboral ante la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda, lo cual efectuó el 23 de enero de 2012; en dictamen Nº 052-2012 esa entidad determinó que tenía una PCL equivalente al 51.09% estructurada el 12 de enero de 2012, de origen común; el 14 de diciembre de 2012 solicitó el reconocimiento de la pensión de invalidez, el cual fue negado mediante la resolución Nº GNR 073840 de 2013; el 21 de mayo de 2013 interpuso recurso de reposición y en subsidio el de apelación en contra de ese acto administrativo, los cuales fueron resueltos negativamente en las resoluciones Nº 142252 de 2013 y VPB 29375 de 2015; tiene cotizadas más de 300 semanas antes del 1º de abril de 1994.
Al contestar la demanda –fls.44 a 48- la Administradora Colombiana de Pensiones aceptó casi todos los hechos relacionados anteriormente, menos el correspondiente al número de semanas cotizadas por el actor, frente al cual expreso que no es un hecho, sino una apreciación de él.

En sentencia de 31 de enero de 2017, la funcionaria de primer grado determinó que el señor Porfirio Campo no tiene derecho a que se le reconozca la pensión de invalidez que reclama, pues a pesar de que tiene una PCL del 51.09% de origen común, estructurada el 12 de enero de 2012, lo cierto es que dentro de los tres años anteriores no tiene cotizadas 50 semanas al sistema general de pensiones. Igualmente señaló que no es posible reconocer la pensión de invalidez con base en el principio de la condición más beneficiosa aplicando el Acuerdo 049 de 1990, ya que si bien cuenta con más de 300 semanas cotizadas antes del 1º de abril de 1994, la verdad es que la estructuración de la invalidez se fijó el 12 de enero de 2012 cuando el demandante contaba con 68 años de edad, es decir, que el riesgo de invalidez no se encontraba cubierto para ese momento.
Inconforme con la decisión, el señor Porfirio Campo interpuso recurso de apelación manifestando que se le debe reconocer la pensión de invalidez, pues cumple con los requisitos establecidos en el Acuerdo 049 de 1990 o en su defecto en el parágrafo 2º del artículo 1º de la Ley 860 de 2003, razones por las que se le debe reconocer el derecho a la pensión de invalidez.

En este estado se corre traslado a los asistentes para que presenten sus alegatos.

Oídas las argumentaciones, a esta Sala de Decisión le corresponde resolver el siguiente PROBLEMA JURIDICO:

¿Tiene derecho el señor Porfirio Campo a que se le reconozca la pensión de invalidez que reclama?

Con el propósito de dar solución al interrogante en el caso concreto, la Sala considera necesario precisar, el siguiente aspecto:

IMPROCEDENCIA DE LA PENSIÓN DE INVALIDEZ DESPUES DE CUMPLIDA LA EDAD MÍNIMA PARA ACCEDER A LA PENSIÓN DE VEJEZ.

Establece el artículo 31 de la Ley 100 de 1993 que el régimen de prima media con prestación definida es aquél mediante el cual los afiliados o sus beneficiarios obtienen una pensión de vejez, de invalidez o de sobrevivientes, o una indemnización previamente definidas, siendo aplicable a este régimen las disposiciones vigentes para los seguros de invalidez, vejez y muerte a cargo del Instituto de Seguros Sociales (Hoy Colpensiones), con las adiciones, modificaciones y excepciones contenidas en esa Ley.

En ese contexto, para analizar la viabilidad de reconocer la pensión de invalidez dentro del régimen de prima media con prestación definida, es necesario remitirse al artículo 9º del Acuerdo 049 de 1990, aplicable por remisión del artículo 31 de la Ley 100 de 1993, el cual prevé que el afiliado que sin tener derecho a la pensión de vejez, se invalide después de alcanzar las edades que se señalan para adquirir ese derecho, se le otorgará la indemnización sustitutiva de la pensión de vejez.

Bajo tales parámetros, esta Sala de Decisión desde sentencia de 13 de abril de 2007, reiterada en providencia de 10 de diciembre de 2015 dentro del proceso promovido por el señor Luis Eduardo Henao en contra de Colpensiones con radicación Nº 66001-31-05-004-2014-00181-01 determinó que es improcedente reconocer la pensión de invalidez cuando la fecha de estructuración de la pérdida de la capacidad laboral se fije con posterioridad a la edad en que empieza la cobertura por vejez, pues como atrás quedó visto, la consecuencia jurídica prevista en la legislación en estos casos, no consiste en la concesión de una pensión sino de una indemnización sustitutiva.

EL CASO CONCRETO

Para resolver el problema jurídico que se plantea se deben tener en cuenta los siguientes aspectos: i) El señor Porfirio Campo nació el 16 de octubre de 1944, pues de ello da fe la copia de la cédula de ciudadanía –fl.8-; ii) Mediante dictamen Nº 052-2012 la Junta Regional de Calificación de Invalidez determinó que él tenía una pérdida de la capacidad laboral equivalente al 51.09% de origen común y estructurada el 12 de enero de 2012 –fls.11 a 13-.

Para el momento en que se estructuró la invalidez, esto es, el 12 de enero de 2012, se encuentra vigente la Ley 860 de 2003, que para el efecto prevé que para que el afiliado invalido pueda acceder a la pensión de invalidez, le corresponderá acreditar por lo menos 50 semanas de cotización dentro de los tres años anteriores a la estructuración.
Según la historia laboral allegada por Colpensiones –fls.7 a 10 del cuaderno 2ª instancia- el demandante en toda su vida laboral cotizó 917.74 semanas, de las cuales 41,28 las efectuó entre el 12 de enero de 2009 y la misma calenda del año 2012, motivo por el que no cumple con los requisitos establecidos en esa norma.

Ahora bien, establece el parágrafo 2º del artículo 1º de la Ley 860 de 2003, que cuando el afiliado haya cotizado por lo menos el 75% de las semanas mínimas para acceder a la pensión de vejez, solo se requerirá que haya cotizado 25 semanas en los últimos tres años anteriores a la estructuración.
En ese aspecto se tiene que el señor Porfirio Campo es beneficiario del régimen de transición previsto en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993, pues a 1º de abril de 1994 contaba con 49 años de edad y según la historia laboral referenciada anteriormente, para el 29 de julio de 2005, fecha en que empezó a regir el Acto Legislativo 01 de 2005 tenía cotizadas 750,59; siéndole aplicable para efectos de la pensión de vejez el Acuerdo 049 de 1990 que exige a sus afiliados hombres para acceder a esa prestación, que cumplan 60 años de edad y hayan cotizado 500 semanas dentro de los 20 años anteriores a la edad o 1000 semanas en cualquier tiempo.
Él cumplió los 60 años de edad el 16 de octubre de 2004 y dentro de los 20 años anteriores tiene cotizadas 434,58, de las 917.74 semanas cotizadas en toda su vida laboral; lo que significa que si bien no acredita la densidad exigida en esa norma, lo cierto es que tiene más del 75% de las semanas exigidas, correspondiéndole demostrar que cotizó 25 semanas en los tres años anteriores a la fecha de estructuración de la invalidez, requisito éste que cumple, pues como se vio anteriormente durante el lapso comprendido entre el 12 de enero de 2009 y el 12 de enero de 2012 cotizó 41.28 semanas al sistema general de pensiones; por lo que en principio tiene derecho a que se le reconozca la pensión de invalidez que solicita.

No obstante, no puede perderse de vista que para el momento en que se estructuró la invalidez, esto es, el 12 de enero de 2012, se encontraba rigiendo el artículo 33 de la Ley 100 de 1993 modificado por el artículo 9º de la Ley 797 de 2003, el cual dispone que la edad mínima para acceder a la pensión de vejez en el caso de los hombres es de 60 años, tal y como lo establece también al Acuerdo 049 de 1990, y para ese momento el demandante contaba con 67 años 2 meses y  26 días de edad, encontrándose por fuera del alcance de la cobertura de la pensión de invalidez, pues ésta concluye en el instante en que se arriba a la edad mínima para acceder a la prestación por vejez, misma que, como se dijo precedentemente, cubre los riesgos con ocasión de la edad.

Es que lo que realmente procede en este tipo de eventos en los que el afiliado no cumple con la densidad de semanas para acceder a la pensión de vejez y se invalida con posterioridad al cumplimiento de la edad mínima, es la indemnización sustitutiva de la pensión de invalidez, tal y como lo establece el artículo 9º del Acuerdo 049 de 1990, aplicable de conformidad con lo previsto en el artículo 31 de la Ley 100 de 1993.

En el anterior orden de ideas, se confirmará la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito el 31 de enero de 2017.

Costas en esta instancia a cargo de la parte actora en un 100%.

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral Nº 3 del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

RESUELVE

PRIMERO. CONFIRMAR la sentencia recurrida.
SEGUNDO. CONDENAR en costas en esta instancia a la parte actora en un 100%.
Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia se levanta y firma esta acta por las personas que en ella han intervenido.

Los Integrantes de la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES         OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA
ALONSO GAVIRIA OCAMPO

Secretario
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